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Decide la Corte la impugnación interpuesta contra el fallo proferido por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia el 18 de marzo de 2010, dentro de la acción de tutela promovida por el señor Juan Guillermo Monsalve Pineda frente a la Sala Única del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Florencia, trámite al que se citó a la Secretaría de la nombrada Corporación.  

ANTECEDENTES

1.
El apoderado del actor quien solicitó para su representado la protección de los derechos fundamentales al debido proceso, defensa y acceso a la administración de justicia, requiriere declarar la nulidad de la actuación subsiguiente a la audiencia del 9 de diciembre de 2009 dentro del juicio adelantado en contra de su mandante, así como disponer “continuar la audiencia de sustentación de la apelación interpuesta contra la sentencia de 1ª instancia” (folio 6).

Adujo en síntesis, que en el juicio que se adelanta en contra de Monsalve Pineda en el que actúa como su defensor, apeló la sentencia condenatoria de primera instancia y el Tribunal fijó como fecha para la sustentación oral el 9 de diciembre de 2009, fecha en la que no pudo desplazarse desde la ciudad de Neiva en la que reside, debido a una grave enfermedad que se le presentó el 8 anterior y le impedía hablar, por lo que por su inasistencia se declaró desierto el recurso.

Agregó que en memorial de 16 de diciembre solicitó la interrupción del proceso aportando el correspondiente certificado médico, a la par que peticionó la nulidad de la audiencia por “haberse realizado durante el tiempo en que el proceso estaba interrumpido” y el accionado en auto de 2 de febrero de 2010 “no aceptó la interrupción procesal ni mi excusa por enfermedad y por lo tanto negó también la nulidad impetrada”, folio 1°, decisión que recurrió inútilmente en escrito presentado el 8 siguiente y adicionado el día posterior, en tanto que fue negado en proveído del 17 del mismo mes y año, quedando su representado sin la oportunidad de sustentar la alzada interpuesta en término.

2.
La Corporación accionada y la vinculada guardaron silencio.

LA SENTENCIA IMPUGNADA

La Sala de Casación Penal luego de estudiar las actuaciones adelantadas materia de queja constitucional, negó la protección invocada porque no observó en la actuación judicial atacada quebranto de los derechos reclamados en tanto que los funcionarios demandados analizaron la solicitud del actor “incluso sin prestar relevancia a la posible presentación extemporánea de la misma”, folio 53, y expusieron de manera juiciosa los argumentos por los cuales no la consideraban procedente “de cara a la condición de salud puesta de presente por el togado como a las posibles herramientas que tenía para garantizar la ejecución debida del mandato encomendado”, folio 53, situación que impide la intervención del Juez constitucional.

LA IMPUGNACIÓN

El apoderado del peticionario en la impugnación reitera, en esencia, su argumentación inicial (folios 61 a 67).

CONSIDERACIONES

1.
En el caso bajo análisis no puede recibir despacho favorable el reclamo para la tutela de los “derechos” fundamentales que se consideran vulnerados, puesto que del examen de las copias de las peticiones y decisiones que militan en el expediente, folios 9 a 36, aportadas por el abogado del accionante, y en lo que es materia de amparo observa la Corte que el Juez colegiado atacado, en auto de 25 de noviembre de 2009 convocó a audiencia de debate oral dentro del proceso surtido en contra de Juan Guillermo Monsalve Pineda para el día 9 de diciembre de 2009 a las tres de la tarde, la que en la fecha y hora señaladas se llevó a cabo sin que a la misma compareciera el defensor lo que conllevó a la declaratoria de desierto del recurso de apelación elevado por el mismo.  

En auto de 2 de febrero de 2010, (folios 12 a 23) el Tribunal accionado denegó la declaratoria de interrupción del proceso por la enfermedad grave del defensor del procesado y tuvo por no justificada la inasistencia del mismo a la audiencia de debate oral celebrada el 9 de diciembre de 2009, decisión que confirmó el 17 de febrero del año en curso al desatar el recurso de reposición incoado por el peticionario (folios 31 a 36).

En la primera de las determinaciones nombradas, luego de reseñar diferentes sentencias de la Sala de Casación Penal en cuanto a lo que debe entenderse por “enfermedad” grave del apoderado que le impida actuar en el proceso, analizó el escrito, la certificación médica y las declaraciones extraproceso que fueron aportadas y concluyó que “si bien es cierto para el 9 de diciembre de 2009 el doctor (…) presentó quebrantos de salud, consistentes en “laringe-traqueititis aguda’, que según el médico que lo atendió le implicaba pérdida de la voz, también lo es, que dicha patología no le impedía realizar las actividades propias del mandato, ni lo colocaba en situación de no poder realizar aquellos actos de conducta atinentes a la realización de la gestión profesional encomendada, como tampoco le imposibilitaba la movilización de un lugar a otro (…) luego se estima, que la enfermedad que aquejaba al señor defensor del procesado el 9 de diciembre de 2009, no era grave, ni se encontraba imposibilitado físicamente para ejercer actuaciones propias de su profesión, pues fíjese que ese día el profesional concurrió a su oficina de abogado y atendió a los usuarios que fueron en su búsqueda, situación que es demostrada con el dicho de las deponentes arriba mencionadas. Por consiguiente, si en su sentir le era imposible intervenir en el acto público programado, pudo haber hecho uso de los recursos que tenía a su disposición, tales como sustituir el poder porque estaba facultado para ello, o pedir a la Sala que la secretaria diera lectura de los argumentos que bien pudo haber plasmado por escrito” (folios 21 y 22).

  En el auto de 17 de febrero de 2010, por el que resolvió no reponer el anteriormente nombrado, la Corporación accionada sostuvo su posición reiterando que la afección acreditada “no le impedía ejecutar las actividades propias de su profesión, ni le impedía realizar por sí solo o a través de otra persona, actos con los cuales pudiera hacer conocer a la sala, los motivos de su inconformidad con la sentencia de primer grado, porque no estaba físicamente incapacitado para trasladarse de un lugar a otro, estado que aparece claramente demostrado con las declaraciones de (…) cuando aducen que ese día el doctor (…) asistió a su oficina y atendió público; que estaba enfermo de la garganta y que su voz era ronca y poco perceptible. Luego, al no determinarse que tal dolencia hubiese sido de carácter grave, obviamente que la solicitud de interrupción del proceso por tal motivo, no está llamada a prosperar, además de que no se avizora violación alguna al derecho de defensa que le asiste al procesado, porque éste, a través de su representante legal tuvo la oportunidad de sustentar el recurso de apelación interpuesto contra el fallo de primer grado y no lo hizo” (folios 34 y 35).

2.
Puestas así las cosas, los pronunciamientos judiciales, ciertamente en su contenido y alcance, no aparejan, en sentir de esta Sala, error susceptible de protección en sede de tutela, habida cuenta que se afianzaron en un trabajo interpretativo que no luce claramente opuesto a las reglas que informan la naturaleza jurídica de los asuntos penales, circunstancia que impide su desconocimiento por este camino, toda vez que como se ha decantado por la jurisprudencia, la vía de hecho en los campos de la hermenéutica “jurídica” tan sólo puede darse por establecida  cuando se incurre en una irrefutable y grosera arbitrariedad, ya que en aquellos aspectos debe tener plena eficacia el soberano contorno funcional de los administradores de justicia, quienes no pueden estar sometidos al escrutinio del juez de tutela, porque de lo contrario se desconocerían los principios de autonomía, independencia y desconcentración judicial, reconocidos por los artículos 228 y 230 de la Carta Política. 

Ahora bien, que no se compartan los argumentos de las determinaciones acusadas, o que desde una perspectiva interpretativa diferente pudiera llegarse a una conclusión contraria, no es suficiente para predicar el quebranto de los derechos fundamentales.

3.
Basta lo anterior para concluir que el fallo impugnado, denegatorio del amparo constitucional admite sin más su confirmación, como se dispondrá enseguida. 

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto la Corte Suprema de Justicia, en Sala de Casación Civil, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, Confirma el fallo de fecha y procedencia preanotados.

Notifíquese telegráficamente lo aquí resuelto a las partes; y, en oportunidad, remítase el expediente a la Corte Constitucional, para lo de su cargo.

CÉSAR JULIO VALENCIA COPETE

JAIME ALBERTO ARRUBLA PAUCAR

RUTH MARINA DÍAZ RUEDA

PEDRO OCTAVIO MUNAR CADENA

WILLIAM NAMÉN VARGAS

ARTURO SOLARTE RODRÍGUEZ

EDGARDO VILLAMIL PORTILLA

Este documento fue creado a partir del original obtenido en la Corte Suprema de Justicia.
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